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			INTRODUCCIÓN 




			 




			HUGO AZNAR 




			 




			Algunos acontecimientos recientes parecen reflejar un cierto renacer de la vida democrática, si bien no por las vías institucionales al uso. Frente a una sociedad donde crecía la desafección hacia la política, se vienen produciendo movilizaciones de una parte de la ciudadanía preocupada por los asuntos políticos y que demanda más oportunidades de participación. Esta demanda ya existía en grupos más concernidos —nuevos movimientos, ONG, etc.—, pero desde hace algunos años vemos a más gente salir a las calles a protagonizar movimientos reivindicativos y asamblearios a favor, entre otras cosas, de una revitalización democrática.  




			La crisis económica ha llevado a muy diferentes colectivos a manifestarse. Estos indignados están en la calle reivindicando sus bienes y derechos dañados o perdidos. Pero suelen añadir además la denuncia de un sistema político de intereses creados y un modelo democrático empobrecido que ha permitido —e incluso favorecido— esta situación y que no ha sabido dar respuesta a la misma.  




			Pero a diferencia de las movilizaciones de hace unas cuantas décadas, que solían cuestionar la democracia, en las actuales alienta también una voluntad de revitalización democrática: no se trata de eliminar la democracia sino todo lo contrario, de profundizar en ella, haciéndola más abierta y sensible a las demandas de la ciudadanía, comenzando por las de una mayor participación. Y una duda que acompaña esta demanda callejera de renovación democrática es si pasará con la crisis o ha venido para quedarse. 




			Estas páginas no tratan de dar una respuesta a esta cuestión, dada su imprevisibilidad por el momento, pero sí aportar elementos que permitan abordarla mejor. Corresponde a quienes nos movemos en el ámbito de la reflexión más académica distanciarnos de los acontecimientos y buscar claves que involucran fenómenos y periodos más amplios, que sugieren dinámicas y transformaciones más profundas. Quizás pueda responderse mejor a la duda anterior si se atiende a este otro interrogante: si estamos ante un cambio de paradigma en la forma de contemplar nuestras sociedades avanzadas y si ese cambio de paradigma plantea o requiere a su vez un cambio o un ajuste del modelo democrático. 




			Una de las claves que pueden guiar la comprensión de la actual crisis —entendida como una crisis en la que se demanda más democracia— es el cuestionamiento del modelo democrático que se forjó en el siglo XX, sobre todo al calor de los acontecimientos de sus primeras décadas, que ya venían precedidos a su vez por las transformaciones sociales derivadas de la Revolución industrial. Al tiempo que la Modernidad iba asentando sus presupuestos culturales y avanzaba en su plasmación política, se vio enfrentada a retos surgidos de sus propios éxitos, a transformaciones derivadas de su propio impacto histórico. La Modernidad y su hijo predilecto, el liberalismo, se vieron así confrontados a cambios que planteaban una novedad respecto a las condiciones en las que se había forjado su programa. 




			Una de las categorías que mejor reflejó lo que significaron estas transformaciones fue la que se plasmó en la idea del surgimiento de una sociedad de masas. Sin valorar ahora su validez científica, lo cierto es que la influencia histórica de esta categoría está fuera de toda duda y a la postre sirvió de referente para plantear un modelo de democracia ajustado a ella. La cuestión entonces podría ser si el diseño ideológico, teórico e incluso institucional que se hizo en su día para dar respuesta a los retos que acompañaban el surgimiento de la sociedad de masas no habría quedado definitivamente desfasado. 




			En este sentido uno de los aspectos que más estaría contribuyendo a este nuevo cambio histórico es la generalización de las NTICS. Las NTICS parecen propiciar una nueva fase de la revolución tecnológica que se inició, antecedentes aparte, hace dos siglos, al comienzo de la Revolución industrial. Y las transformaciones que promueven suponen un cambio tan profundo que se han hecho comunes nuevas denominaciones como la de sociedad de la información y la comunicación o la de sociedad red, que tienen poco que ver con la de sociedad de masas. 




			Por otra parte hace ya algún tiempo que se venía planteando la necesidad de revisar el modelo empobrecido de democracia predominante en las sociedades occidentales. Uno de los motivos era su incapacidad para dar cuenta efectivamente de los supuestos normativos implícitos en la idea de un gobierno y una sociedad democráticos: participación de los gobernados, debate abierto y riguroso, orientación al bien común, transparencia y rendición de cuentas, etc. Entre otras propuestas posibles de revisión democrática la que más atención había suscitado en las últimas décadas era la de una democracia deliberativa, orientada precisamente a facilitar la participación en las decisiones colectivas y a implementar su calidad y justicia. Otro de los interrogantes entonces podría ser el de si la definitiva superación de la categoría de sociedad de masas, al hilo de las transformaciones que estamos viviendo como efecto de las NTICS, puede correlacionarse con la propuesta de la democracia deliberativa y con su implementación real. 




			 




			
Contribuyendo al debate 




			 




			Las contribuciones que siguen repasan diferentes aspectos que convergen en este cruce de cuestiones: la formación de la sociedad de masas y los retos que planteó al modelo democrático, la crisis y la revitalización entonces y ahora de la práctica política, los rasgos confrontados de una sociedad de masas y una sociedad red, el impacto que ya están teniendo las NTICS en nuestra vida política, etc.  




			La mayoría tienen su origen el IV Seminario Interdisciplinar «Crisis y revitalización de la ciudadanía: ¿de la democracia de masas  a la democracia deliberativa?», celebrado en la Universidad CEU Cardenal Herrera (Valencia) dentro del marco de actividades del Proyecto I+D del Mineco El surgimiento de la sociedad de masas y la crisis de la ciudadanía: los casos de W. Lippmann y J. Ortega y Gasset (Ref. FFI2010-17670).* 




			Se recogen ahora bajo un título en el que por razones de economía editorial se ha prescindido de los interrogantes que acompañaron en su día la celebración del Seminario: ¿de la democracia de masas a la democracia deliberativa? Al prescindir ahora de ellos, el título del libro parece sugerir que tenemos claro este cambio evolutivo y que se afirma sin duda alguna. Pero como se desprende de las contribuciones que siguen, si bien es cierto que no cabe negar las transformaciones en juego, no está claro que estas vayan a ir necesariamente por buen camino y que la generalización de una tecnología —por mucho que sea de la comunicación y no armamentística, productiva, etc.— vaya a propiciar por sí sola un modelo político mejor. Semejante optimismo tecnológico hace tiempo que fue conjurado por las ambivalencias que siempre acompañan los avances de este tipo. Tampoco cabe un optimismo fácil cuando siguen aquí muchas de las dificultades que en su día llevaron a cuestionarse la validez o la ingenuidad del paradigma liberal-ilustrado heredado. Así que aunque los interrogantes no aparezcan en el título del libro siguen en estas páginas. 




			 




			
El contexto amplio del debate 




			 




			La primera de las contribuciones, de Ramón Cotarelo, hace tanto una amplia introducción histórica cuanto aborda algunas de las transformaciones que plantean hoy las NTICS. Permite así contextualizar este debate haciendo un rápido recorrido histórico avalado por la preparación de su autor y atento finalmente a si la práctica de la ciudadanía podría revitalizarse al calor de las NTICS.  




			El artículo recorre la evolución de los conceptos de ciudadanía y ciudadano desde sus orígenes, dedicando algo más de atención a dos momentos: el Renacimiento, con el resurgir de la importancia del individuo, y las revoluciones burguesas, que consagran la idea del hombre como sujeto de derechos naturales y universales. Con la contemporaneidad se plantea la contraposición entre los conceptos de individuo y masa, muy vinculada a la extensión del sufragio universal y origen de las teorías de las elites. Entre la mitad de los siglos XIX y XX tiene lugar un movimiento como de flujo y reflujo en las relaciones entre el individuo y la masa que alcanza su punto más crítico con los totalitarismos. A partir de estos, en las sociedades desarrolladas se esboza una lenta y contradictoria recuperación de la condición ciudadana en la medida en que aumentan las vías de formación e información de los individuos. Sin embargo, a su vez estos parecen anegados por el predominio de los medios de comunicación, distintivos de unas sociedades mediáticas proclives a su manipulación. Con la llegada de Internet parece producirse un cambio radical, revolucionario, pues el foco de atención vuelve a ponerse en el individuo y en el cambio paradigmático de su relación con la masa, que ya no es la postulada por las teorías de las elites sino una renovada dialéctica entre sujetos y multitudes, ahora consideradas «inteligentes». Se abriría así una nueva época en la evolución del ser humano en su vía de emancipación por cuanto su acción en el seno de las multitudes no lo desindividualiza sino que, al contrario, se produce a través de una imbricación reticular de acciones libres individuales que da como resultado la acción social de multitudes compuestas de individuos que no pierden su singularidad. 




			 




			
Crisis de la tradición liberal 




			 




			Para contrastar las transformaciones actuales con las que dieron origen a la categoría de sociedad de masas es obligado volver sobre algunos aspectos de esta. Y esto lo hacen las siguientes contribuciones.  




			Jordi Pérez Llavador repasa el surgimiento de la propaganda como uno de los rasgos más distintivos de la sociedad de masas y cómo esta socava los supuestos de la ciudadanía democrática. Aunque con antecedentes en el ámbito comercial, la propaganda política, más sistemática y supuestamente científica, se inicia tras la experiencia histórica de la Gran Guerra, convirtiéndose a partir de la segunda década del siglo XX en la forma de aspirar a gestionar políticamente las sociedades de masas, tanto las autoritarias como las democráticas. Fue la respuesta histórica a la ampliación del espectro político asociado a la integración entre la segunda mitad del XIX y primera del XX de colectivos e individuos que antes no «existían» políticamente. Ante los problemas de gestión colectiva y mantenimiento del orden que su incorporación pudiera generar, la propaganda se erige como método principal —si bien complementario a los tradicionales utilizados por el Estado y las elites gobernantes— para salvaguardar el statu quo existente o recién creado. 




			El texto parte de los intentos que durante el siglo XIX protagonizaran los colectivos excluidos para lograr su reconocimiento como sujetos políticamente activos, así como la reacción que esto produjo en la literatura dominante de su tiempo y que acabaría articulándose bajo la categoría de sociedad de masas. En un segundo punto contextualiza esta teoría y repasa su vinculación con la incipiente investigación de los efectos de la comunicación de masas, no sólo de la prensa sino también de nuevos medios como el cine y la radio. Finalmente se señalan las características de la propaganda, su conceptuación, función y características, para contraponerla a un concepto mínimo de ciudadanía dañado bajo el prestigio creciente de aquella. 




			Por su parte, Rodrigo Fidel Rodríguez Borges revisa la contribución de Lippmann a la discusión en el seno de las sociedades democráticas de las relaciones entre medios de comunicación, opinión pública y política. Lippmann no fue sólo el columnista político más influyente del pasado siglo, sino un penetrante analista que se interrogó sobre algunos de los fundamentos de la teoría democrática clásica y la tradición liberal a raíz de los cambios de comienzos del siglo XX. Se presta así atención a dos obras claves en su producción del periodo de entreguerras: Liberty and the News, publicada en 1920, y Public Opinion, de 1922. Tras su experiencia directa del papel crucial que jugó la propaganda en la Primera Guerra Mundial y sus estudios y reflexiones inaugurales sobre cómo había cubierto la prensa acontecimientos cruciales de su tiempo —como la Revolución rusa y los acuerdos de paz de Versalles—, las relaciones entre prensa, ciudadanía y gobierno pasan a primer plano político.  




			Lippmann señala con agudeza que en una gran sociedad como la actual, compleja y globalizada, los ciudadanos apenas pueden formarse una idea de lo que ocurre, y aun eso mediante la imagen de segunda mano facilitada por una prensa sometida a sus propias limitaciones, prácticas y prejuicios. El supuesto liberal-democrático de una opinión pública vigilante parece quebrarse entre las complejidades del nuevo entorno. ¿Cómo solventar, entonces, el dilema de la gobernabilidad de una sociedad democrática compleja? Lippmann propuso una salida que lo sitúa dentro del elitismo democrático: a la postre será mejor dejar el gobierno en manos de expertos y políticos profesionales, y limitar a la ciudadanía a un papel secundario, de espectador que aprueba o vota periódicamente. El dictamen de Lippmann acerca de las dificultades para la participación ciudadana en un contexto complejo y globalizado sigue constituyendo un referente obligado al que debe confrontarse cualquier propuesta. 




			 




			
Límites de la sociedad de masas y la democracia territorial  




			 




			A partir de las transformaciones propias de la sociedad industrial se planteó la necesidad de que la teoría democrática diera una respuesta adecuada a las nuevas condiciones, conceptuadas en su día bajo la influyente categoría de la sociedad de masas. Pero seguramente ni esa categoría ni gran parte de esas condiciones valgan ya para el contexto presente, con lo que tampoco valdría el modelo democrático que se forjó sobre aquella base. 




			La contribución de Hugo Aznar parte del impacto «revolucionario» de las NTICS, de cómo sus características intrínsecas estarían cambiando la comunicación social predominante, invirtiendo tendencias dominantes en el último siglo y medio, como la concentración creciente de los emisores y la reducción del público a meros receptores pasivos. A partir de este impacto se plantearía un cambio paradigmático entre el modelo de la sociedad de masas predominante en el cambio del siglo anterior y el modelo de la sociedad de la información y la comunicación o de la sociedad red propuestos para este otro cambio de siglo. El texto se detiene así en la contraposición detallada de los rasgos antropológicos, psicosociales y sociopolíticos atribuidos respectivamente a los individuos que se supone que formaban en su día las masas cuanto a los que conforman hoy los públicos en red.  




			Como resultado, mientras que de la sociedad de masas se iba a seguir una crisis amenazadora de la tradición liberal y el ordenamiento democrático, y hasta incluso de la propia civilización occidental, surgen ahora voces que ven en la sociedad de las NTICS una nueva oportunidad para la renovación de la ciudadanía y la vida democráticas, incluso una fuente renovada de expectativas utópicas de mejora universal que ya casi habíamos olvidado. Con independencia de la validez de estas expectativas de gran alcance, lo que parece seguirse claramente de la contraposición de los rasgos atribuidos a las masas y a los públicos en red es que el modelo democrático forjado en su día como respuesta a la sociedad de masas habría quedado desfasado, y que seguramente la propuesta de una democracia deliberativa fuera una alternativa mejor adaptada a los rasgos de los individuos que conforman los nuevos públicos propiciados por las NTICS. 




			Por su parte, Manuel Menéndez Alzamora se plantea en su contribución un límite distinto de las actuales democracias: el territorial, que habría dado pie a una estructura nacional de las democracias que tiene dificultades para abordar los retos que comporta la globalización creciente de nuestro mundo, así como la posible emergencia de una ciudadanía cosmopolita.  




			Los cambios en el orden político mundial derivados de los procesos de complejidad globalizada afectan de manera genuina a los componentes unitarios del sistema global —los estados-nación— y a los modelos democráticos con los que aspiraron a garantizar la soberanía de sus ciudadanos bajo las máximas universalistas de justicia, libertad e igualdad. El afloramiento de problemas estructurales —como el aumento de la desigualdad o la creciente aparición de grupos sociales excluidos— alertan a la teoría política de una latente crisis de la ciudadanía que obliga a repensar los fundamentos sobre los que se erigieron los principios democráticos clásicos. El texto presenta así las perspectivas teóricas genéricas sobre las que se articula esta nueva democracia cosmopolita y, en segundo término, resalta que cualquier reflexión que se ensaye pasa por recuperar de manera sustancial parte de los ideales sobre los que se forjaron los estados-nación hace dos siglos. 




			 




			
La propuesta de la democracia deliberativa 




			 




			Estas páginas no tratan de la democracia deliberativa en cuanto tal —habrá ocasión de hacerlo en el desarrollo futuro de esta línea de investigación—, sino más bien del tránsito posible hacia la misma. Pero no sería oportuno hacerlo sin presentar al menos los rasgos básicos de dicha propuesta y algunos de sus autores de referencia. 




			La contribución de Pedro Jesús Pérez Zafrilla presenta esta teoría democrática mostrando cuáles fueron sus orígenes y repasando sus autores y propuestas más destacados. Su capítulo queda así dividido en dos partes. En la primera expone el precedente inmediato de este modelo de democracia, que se encuentra en la respuesta dada por los autores de la teoría participacionista a lo largo de los años setenta a la concepción elitista de la democracia. Los elitistas defendían que la política debía quedar en manos de las elites políticas debido a la incapacidad de los ciudadanos para conocer y gestionar el bien común. Frente a ello, los autores participacionistas defendían el valor de la participación ciudadana y apostaban por la implicación efectiva de los ciudadanos en el ámbito local y en las esferas sociales como forma de capacitación para su participación política. Estas ideas contribuirían a la aparición de la propuesta de la democracia deliberativa. 




			En una segunda parte se pasa ya a desgranar las corrientes teóricas principales desde las que se ha desarrollado la democracia deliberativa. Son tres: la republicana (heredera directa de los participacionistas), la liberal y la teoría crítica. Finalmente, se exponen los denominadores comunes a las diferentes propuestas y que caracterizan a este modelo teórico: la defensa de la participación activa de los ciudadanos, el compromiso con el bien común, la revitalización de la sociedad civil y sobre todo, el recurso a la deliberación como método de toma de decisiones. Estos elementos aportan una visión de este modelo de democracia que permitirá evaluar si puede articular una alternativa válida al sistema político actual y hasta qué punto las NTICS pueden contribuir a hacerla más factible. 




			 




			
Senderos que se bifurcan y pasos que se dan 




			 




			Los dos últimos capítulos se plantean, a la vista ya de casos y acontecimientos más concretos, si realmente se están produciendo cambios efectivos en las prácticas sociopolíticas. Todo indica que sí, pero no ineludiblemente en el mejor de los sentidos posibles. 




			En este aspecto ambivalente de la situación se detiene la contribución de Víctor Sampedro. El texto recalca la posibilidad de que las tecnologías digitales sirvan para generar una nueva institucionalidad democrática y ve en las cibermultitudes de indignados el testimonio y el resultado de una esfera pública digital en ciernes cuyos rasgos últimos estarían aún por definir. Los nuevos regímenes políticos podrían encuadrarse en una democracia digital de código abierto, caracterizada por ser transparente y participativa. O todo lo contrario: podríamos avanzar hacia nuevas formas de autoritarismo que superaran los niveles de control social conocidos hasta ahora. Y todo ello en ambos casos gracias a las posibilidades que abren las NTICS.  




			El autor repasa los indicios y pasos dados en ambas direcciones, tanto en el sentido del aumento del poder y el control de gobiernos y corporaciones, como en el del socavamiento de formas de control previamente existentes. Se trata de huir tanto de ensoñaciones utópicas como de alarmismos amenazantes; la cuestión está más bien en el uso que entre todos hagamos y requiramos de las NTICS. Lo que plantea para empezar una reinvención, una readaptación de las profesiones e instituciones encargadas de la mediación política e informativa a un contexto que reclama mayor transparencia y participación. Un criterio de referencia, según el autor, podría residir en incorporar a las instituciones democráticas los principios de la cultura digital abierta y libre, lejos de su sometimiento a las demandas del mercado y orientada al bien común. 




			El libro se cierra con la contribución de Guillermo López García, que se acerca ya al análisis de casos. Se parte nuevamente de reconocer que el desarrollo de las NTICS está generando cambios en la manera que tiene el público de acceder a la información, de evaluarla y opinar sobre ella; de socializarse con los demás individuos tanto en el entorno más cercano como en el más amplio y lejano, y, por último, de adoptar decisiones políticas a partir de las informaciones y opiniones que recibe y que también aporta e intercambia. 




			El texto busca arrojar luz sobre dichos cambios centrándose en dos fenómenos de movilización social particularmente importantes en estos últimos años en España. Por un lado, los atentados terroristas del 11 de marzo de 2004 en Madrid, que generaron un proceso acelerado de formación de la opinión pública que influyó claramente en los resultados electorales de los comicios que tuvieron lugar tres días después. Por otro, las movilizaciones surgidas en las plazas de las principales ciudades españolas como consecuencia de la gran manifestación del 15 de mayo de 2011 en Madrid, convocada por diversas organizaciones ciudadanas y cuya convocatoria fue difundida fundamentalmente a través de Internet. Un movimiento que acabó conociéndose como «#15M», en referencia a la indisoluble unión del movimiento con la dinámica propia de las redes sociales, particularmente Twitter.  




			Entre ambos fenómenos media un espacio de siete años, en el que se han seguido produciendo novedades en las NTICS. Sin embargo, la naturaleza de ambos fenómenos es, esencialmente, la misma. En ambos casos se trata de dinámicas generadoras de un contrapoder por parte de la ciudadanía, opuesto a los poderes convencionales, o que como mínimo busca influir poderosamente sobre ellos. Y que al parecer lo consigue. 




			 




			Hasta aquí las contribuciones de esta obra a un debate que ha de continuar puesto que las NTICS han venido para quedarse y, por tanto, también las transformaciones de gran alcance que propician. Entre ellas las que irremisiblemente han de afectar, están afectando ya al ámbito político y al modelo de democracia vigente. Sobre todo ello seguro, por tanto, que hay ocasión y necesidad de volver nuevamente.  




			

	    


	 	

	    

             




			PASADO Y PRESENTE DE UNA CIUDADANÍA PENDIENTE 




			 




			RAMÓN COTARELO 




			 




			1. Pasado 




			 




			Para comenzar, el concepto de ciudadanía grecorromana resulta especialmente adecuado para lo que aquí pretende exponerse. El saber convencional sitúa el nacimiento de la democracia en la Atenas clásica. en donde un complejo sistema de consejos, tribunales y otros órganos giraba en torno a una asamblea, una Ecclesia donde los ciudadanos deliberaban y decidían sobre los asuntos colectivos, los políticos, por ser de la polis. El ciudadano es el que tiene derecho a ocuparse de los asuntos públicos, deliberativos o judiciales (Aristóteles, 1976: 1275a, 24) y lo hace. Es el polites frente al idiotes, cuyo rechazo carga Aristóteles sobre las espaldas de Solón en La Constitución de Atenas (Aristóteles, 1971: VIII, 8) y cuya evolución léxica es bien conocida. La ciudadanía viene dada por varios factores, entre ellos el hecho de someterse a la ley y no a la arbitrariedad del gobernante que, si ha de ser tal, también debe estar sometido a la ley (Aristóteles, 1976: 1287a, 15-25). El ciudadano lo es porque vive en algo que cabe considerar como un Estado de derecho. Pero ese Estado de derecho incipiente se daba en un contexto democrático. Se reputa nacida la democracia en Atenas en el momento en que se reconocen los principios de isonomía e isegoría, la igualdad ante la ley y la libertad de expresión. A lo largo de los veinticuatro siglos posteriores, la democracia tendrá muchas formas, pero estos elementos estarán siempre presentes. No obstante, es de rigor recordar el conocido hecho de que el demos de la polis no es nunca coincidente con el conjunto de habitantes de la ciudad, ni siquiera con la mayoría, sino solamente con los habitantes residentes, varones y libres y no privados de sus derechos (atimia). Los demás, mujeres, esclavos, metecos, no eran ciudadanos. Mucho menos los bárbaros. Aunque parezca intrínsecamente contradictorio porque se trata de una democracia en donde las decisiones se adoptan por mayoría (o por sorteo), pero solamente en el seno de la minoría, el germen de la democracia está echado. La germinación llevará muchos siglos a lo largo de una tortuosa historia. Los demás sectores sociales irán emancipándose paulatinamente, hasta llegar a nuestro tiempo en el que algunos, por ejemplo las mujeres, todavía no lo han conseguido plenamente. 




			Roma tiene una estructura más oligárquica, pero los elementos griegos, Estado de derecho y democracia, se mantienen y se entreveran en una forma que el griego Polibio celebraría como la perfección del gobierno mixto en el periodo de lo que consideraba auge de Roma dentro de su teoría de la anaciclosis, la suma del elemento monárquico (los cónsules), el aristocrático (el Senado) y el popular o democrático (los Comitia) (Polibio, 1981: VI, 12-14). Los siglos de duración de Roma republicana e imperial dieron lugar a un gran desarrollo de las instituciones y relaciones políticas y jurídicas que componen el complejo edificio del derecho romano desde la Ley de las XII Tablas hasta la codificación justinianea del Corpus Iuris Civilis y continúa ejerciendo una enorme influencia en el mundo contemporáneo, no solamente en los países de tradición romana. Prácticamente toda la estructura del derecho público estadounidense está inspirada en Roma, desde el federalismo a la Constitución, pasando por el Senado. La división entre el derecho público y el privado, nunca muy clara, como tampoco lo está ahora, han servido para encarrilar el pensamiento jurídico hasta el día de hoy. 




			En ese ordenamiento, el lugar central es el de la ciudadanía, la civitas romana que empieza siendo una trasposición del ciudadano ateniense. Pero en Roma se une a un concepto nuevo que dará una dimensión insospechada en la polis a la ciudadanía. Es el concepto de persona como sujeto de derechos, el caput. En un principio, todos los seres humanos vivos fueron caput, luego sólo los hombres libres, como se prueba en la famosa locución de Ulpiano, servile caput nullus ius habet. La plenitud de derechos acabaría reservada al ciudadano romano, especialmente el Pater Familias. Los demás, mujeres, hijos, esclavos, son personas, pero con derechos limitados. Tan manifiesta contradicción iría mitigándose con el tiempo a través de la aplicación de la equidad con la jurisprudencia fue suavizando la condición de los subalternos. Esa condición de ciudadanía quedó siempre reservada a los libres, pero poco a poco se fueron generalizando las manumisiones de esclavos a fin de aumentar el beneficio al arrendamiento de tierras (Maine, [1861] 1986: 249). Poco después la ciudadanía romana se amplió a todos los habitantes libres de Italia y, por fin, tras el Edicto de Caracalla en 212 (Constitutio Antoniniana de Civitate) a todos los del Imperio. Es posible que, como dicen sus críticos, esta extensión sólo pretendiese ampliar la base tributaria del Imperio a todos y no sólo a los ciudadanos originales (Gibbon, [1776] 1978: I, 161), pero hacía realidad, al modo de la astucia hegeliana de la razón la ciudadanía universal de los habitantes del Imperio, algo con lo que la polis griega no soñó jamás. Lo intuyó la primera Stoa, pero sólo el estoicismo romano desarrolló un ideal cosmopolita. 




			Con el hundimiento del Imperio romano de Occidente, ese ideal cosmopolita se fragmenta en unidades que quieren ser autárquicas y están habitualmente enfrentadas entre sí. Irrumpe la Edad Media que el Renacimiento considera una época oscura, en una tradición que se aceptará o rechazará posteriormente, según los criterios de cada época. Como edad oscura la verá también la Ilustración; el romanticismo de fines del XVIII y primeros del XIX vuelve a rescatarla; de nuevo sufre el estigma del oscurantismo en la mentalidad progresista del positivismo de entre siglos XIX y XX y retorna a una consideración más matizada en el siglo XX. En el fondo, el elemento crítico que subyace en todos los juicios sobre el Medioevo es el del nulo valor del individuo. Son los humanistas prerrenacentistas quienes superan el desprecio medieval por la condición del ser humano y elevan esta a la suprema condición de la vida (Pico de la Mirandola, 1984: 107). 




			No es que no hubiera derechos, pero eran estamentales y dentro del espíritu feudal. Esto es, el titular no era el individuo sino el estatus. La Magna Charta Libertatum de 1215 que todavía hoy se celebra como el origen de los derechos de la persona y la prohibición del poder arbitrario, y que forma parte del derecho inglés actual (Dicey [1885], 1982, xcix, 206), garantizaba las liberties de los freemen de los que no eran siervos y lo hacía tomando en cuenta no su condición abstracta de individuos, sino las muy concretas de su posición en la jerarquía feudal. Se garantizan los derechos de los señores feudales y se limitan los poderes del monarca (Rhys, s.d.: 38). La Magna Charta es un documento constitucional de una sociedad basada en una jerarquía en la que los elementos públicos aparecen mezclados con las relaciones privadas propias del vasallaje, pero no proclama derechos universales (Jellinek et al., 1984: 91). Todavía es relevante para el estudio de los modernos sistemas políticos el modo en que se articularon las relaciones entre clases y estamentos en las diferentes sociedades medievales, según que se dieran unas u otras formas de feudalismo o ninguna de ellas, desde las tempranas sociedades nórdicas de campesinos libres hasta la segunda servidumbre en la Europa Oriental. A través de su idea de los cleavages en la formación de los Estados, Stein Rokkan explica cómo en las formaciones políticas contemporáneas, el tipo de relaciones feudales que se dio en el pasado sigue siendo determinante (Rokkan, 1967: 371-372). 




			 




			2. El burgués universal 




			 




			Frente al predominio del mundo agrario feudal se alzan las ciudades. La superación de las autarquías rurales, el aumento de las relaciones comerciales, la aparición de mercados, fomentan la expansión de las ciudades que escapan al control de los señores feudales y se constituyen en ámbitos exentos, sometidos a sus propias normas, muchas veces protegidas por cartas pueblas o fueros de los monarcas en sus luchas contra la nobleza levantisca, especie de santuarios, de refugios en donde el siervo huido encuentra garantía de la libertad. La condición de ciudadano, aun sin constancia del nombre, es el germen del hombre libre (Pirenne, [1933] 1963: 44). Las ciudades son el origen de la tupida red de relaciones comerciales que se teje pronto ya en la Edad Media, a través de las ligas mercantiles, cuya manifestación más conocida sería la Liga Hanseática y que son las que explican el desarrollo primitivo europeo a lo largo de la franja de la Lotaringia, que va desde las ciudades del mar del Norte, Hamburgo o Lübeck, hasta el golfo de Génova o Venecia. 




			Las ciudades, fomentan la aparición de oficios y profesiones a través de la organización gremial y emergen los negocios bancarios. Pronto serán gobernadas por las clases medias, los burgueses de los gremios y las corporaciones, los mercaderes y banqueros, una nueva clase de patricios cultos crecientemente sabedores de su importancia real. Estos estamentos acuden a las asambleas convocadas por los reyes (Parliaments, Cortes, Estados Generales), normalmente cuando estos andan necesitados de fondos para sus empresas militares. A cambio de escuchar los cahiers de doléances de los burgueses del Tercer Estado o Estado llano, los monarcas obtienen, si se da el caso, que solía darse, los créditos necesarios para la continuación de sus aventuras, generalmente en forma de préstamos o de aumento de las cargas fiscales que recaen exclusivamente sobre ese Tercer Estado y los campesinos y villanos, pues son los únicos que pagan impuestos. Se genera así la conciencia burguesa prevaleciente a lo largo de los siglos XVI y XVII que se articula ya en la obra de uno de los principales teóricos del derecho absoluto del monarca, Thomas Hobbes, cuando explica cómo ningún poder supremo puede inferir injuria alguna a los ciudadanos sin pecar (Hobbes, [1642] 1993: 73).  




			El contractualismo hobbesiano y el de su más joven coetáneo, Locke, se dan en el contexto filosófico del iusnaturalismo cuyo elemento componente estoico proyecta su especulación fundamental, esto es, los derechos naturales del individuo en una perspectiva universal. El encargado de convertir este planteamiento filosófico y abstracto en un instrumento de acción política práctica que haga justicia a la importancia real de la burguesía o el Thiers État es el Abate Sieyès, en su obra adelantada clásica: ¿Qué es el Tercer Estado? con sus tres célebres preguntas y respuestas: «¿Qué es el Tercer Estado? Todo. ¿Qué ha sido hasta ahora? Nada. ¿Qué quiere ser? Algo» (Sieyès, [1789] 1982: 27). Todo este edificio especulativo y práctico descansa sobre el pivote del concepto de derechos naturales del hombre. No el hombre estamental, sino el individuo abstracto. El nexo de unión entre las concepciones clásicas de la ciudadanía grecorromana y la idea contemporánea de ciudadano 




			En el carro de las revoluciones burguesas del siglo XVIII (la norteamericana de 1776 y la francesa de 1789) surge esa pretensión de universalismo de los derechos típica de la modernidad y que se impone incluso en medio de potentes disonancias cognitivas. Basta recordar que el preámbulo de la Declaración de Independencia de los Estados Unidos contiene la famosa frase: «We hold these truths to be self-evident, that all men are created equal, that they are endowed by their Creator with certain unalienable Rights, that among these are Life, Liberty and the pursuit of Happiness». Uno de los firmantes de tan convincente declaración, Thomas Jefferson, era un rico propietario de tierras de Virginia que poseía cientos de esclavos. Parece que Jefferson estaba convencido de la igualdad de los seres humanos, pero consideraciones de conveniencia del siglo lo llevaron a no incluir la abolición de la esclavitud en la Declaración. 




			Además esta restricción del concepto se traduce en una restricción del instrumento, esto es, el sufragio universal, sustituido por el censitario en toda Europa. Es importante señalar aquí que los Estados Unidos tienen una evolución distinta. Lo suficiente, al menos, para hacerse notar en el desarrollo político posterior. En la joven nación norteamericana el sufragio fue desde el principio universal, aunque indirecto en las elecciones presidenciales. No obstante, el derecho sólo se reconocía a los varones libres y quedaban excluidas las mujeres, los esclavos y, por descontado, los indios. Así que ese primer público crítico, razonante, egoísta, ilustrado que constituye el fundamento y la opinión pública burgueses descrito por Habermas, en su célebre obra (Habermas, 1965: 63, 74), actúa de hecho como la minoría masculina ateniense, como una oligarquía. Una elite en la práctica. Es la opinión pública de los cafés y los salones, burgueses y nobles, que pronto saltará a las páginas de los periódicos. La publicidad burguesa, cuyo sujeto es ese individuo que se quiere universal en la teoría como titular de derechos naturales, el primero de los cuales era el sufragio, del que estaban privados todos los demás que no fueran de su misma condición o estatus. El régimen censitario negaba en la práctica lo que sostenía en la teoría. Resolver esta cuestión de arriba abajo no estaba en su mano. El reformismo mejor intencionado, propio de la era victoriana no podía llegar al extremo de volver la sociedad upside down. Hubo algún intento en los comienzos mismos de las revoluciones norteamericana y francesa. La Constitución de 1793 proclamaba el sufragio universal masculino. Así lo hacía también uno de sus inspiradores, Thomas Paine, quien en un escrito de 17951 reclamaba el sufragio universal sin diferencia de riqueza. No está claro si también defendía el sufragio femenino, aunque parece implícito en la famosa segunda parte de Los derechos del hombre (Paine, [1791/1792] 1984). Tampoco está claro si era abolicionista, aunque puede presumirse del carácter avanzado de sus ideas para las que su tiempo no estaba enteramente preparado.  




			El empuje por la universalización del sufragio había de venir de abajo. Con la lucha en pro del sufragio universal comienza el movimiento obrero a través de los inicios en el movimiento cartista, que desembocará en la formación de los partidos socialistas. Durante gran parte de esa época el obrero coexistió con otros movimientos volcados en el logro del derecho de voto, el feminismo que, muy oportunamente, empezó llamándose sufragismo y el abolicionismo, la abolición de la esclavitud y el derecho de sufragio para los negros (Pérez Garzón, 2011: 93). De este modo es la reclamación del sufragio universal la que da origen a la ciudadanía moderna. Es una época de luchas sociales de diversos tipos, que han condicionado el mundo contemporáneo. Los negros consiguen el sufragio universal en los Estados Unidos a raíz de la Guerra de Secesión y todavía será necesaria alguna reforma constitucional más para que los estados del Sur no restrinjan indebidamente su derecho de voto.  




			A pesar de que enseguida comprendieron que su lucha iba unida a la de los abolicionistas, las mujeres no consiguieron el sufragio hasta el siglo XX, lo cual prueba una vez más que la condición femenina sufre siempre un aumento de la represión por ser ella misma. En cuanto al movimiento obrero, el sufragio universal masculino aparece en Europa en la segunda mitad del siglo XIX, si bien no tiene consistencia verdadera hasta el XX. En resumen, el instrumento que garantiza el acceso de los individuos a la condición de ciudadanos en todo el mundo es el sufragio universal. 




			Una visión «realista» llamará la atención sobre el hecho de que el sufragio censitario es, hasta cierto punto, congruente con el ideal ilustrado universal de raíz lockeana por cuanto Locke citaba la vida, la libertad y la propiedad como los derechos naturales básicos (Locke, 1966: 119). Queda abierta la espinosa cuestión de si Locke hubiera aceptado un orden político en que hay individuos sin propiedad y a los que, por eso, se priva del sufragio. A pesar de la proclamación del sufragio universal en la Constitución de 1793 (que no entró nunca en vigor), el régimen mantenido fue el censitario. La compatibilidad entre la propiedad como derecho natural y el de sufragio vendría dada idealmente a través de la universalización de la propiedad o, cuando menos, de la renta. Tal fue la idea que emergió en la Revolución francesa, que Thomas Paine recogió en uno de sus escritos2 y que sigue siendo una reivindicación hoy día en los sectores más avanzados, esto es, la renta básica universal (Fernández Liria, 2012: 79). Esa misma concepción realista interpretará que la implantación del sufragio universal es más o menos coetánea con la del impuesto universal sobre la renta, incluyendo en esta la del trabajo con lo que se prolonga una especie de ficción jurídica: todos votamos porque todos somos propietarios y la prueba es que todos pagamos impuesto sobre la renta. 




			 




			3. Las elites y las masas 




			 




			Con el sufragio universal irrumpen las masas en la acción política y la reflexión teórica sobre esta no las ignorará. El cambio de siglo son los años de las teorías de las elites (Pareto, Ortega, Mosca) y la idea de la psicología de masas, tanto en los teóricos de derecha (Gustave LeBon) como los de izquierda (Wilhelm Reich). Prácticamente todas las teorías de las elites han surgido en los países de menor tradición democrática (Beyme, 1984: 245). Es como si los elitistas hubieran olvidado la resignada aceptación de la democracia un siglo antes por un famoso aristócrata (Tocqueville, 1981: I, 283). Hasta que Schumpeter vino a formular una doctrina elitista de la democracia en el sentido de que esta fuera el procedimiento por el que las masas eligen las elites que las gobiernan (Schumpeter, 1962: 269). Esta concepción —que tampoco está tan alejada de la de Pareto—, era coetánea de los totalitarismos europeos que significaron una interrupción y una negación de la condición ciudadana. Es Hannah Arendt la que mejor interpreta el alcance de la ciudadanía en la filosofía política contemporánea y la primera en señalar cómo el totalitarismo extirpa toda condición ciudadana, que es el requisito para la acción política (Arendt, 1958: 264; Lessnoff, 2001: 126). 




			De los dos totalitarismos, el nazi fue vencido en la guerra, pero el otro apareció como aliado de los triunfadores. Durante muchos años en la guerra fría pudo mantenerse que hubiera alguna diferencia sustantiva entre ambos y no era infrecuente leer que la Unión Soviética no era totalitaria si bien sus habitantes carecían de verdadera condición ciudadana. Esta, por entonces, se perfeccionaba en la teoría de Thomas H. Marshall acerca de la gradación de los derechos de las personas: los cívicos, los políticos y los sociales (Marshall, 1950: 69),3 sin los cuales no es plena la condición ciudadana. El último desarrollo de la teoría de la ciudadanía era la referencia concreta al Estado del bienestar que alcanzaría la mayor legitimidad de las formas políticas del siglo XX.  




			Quedaba el otro totalitarismo. En el enfrentamiento entre este y los países capitalistas, la publicidad, la ocupación del espacio público con los mensajes favorables a nuestra causa y desfavorables a la antagónica era práctica habitual. Provenía del gran desarrollo de la propaganda durante la Primera Guerra Mundial. La guerra fría era un juego de sociedades de consumo en un clima de enfrentamiento que se dirimía en todos los terrenos, especialmente en el de la propaganda, renacida con tanto vigor que uno de sus principales estudiosos, Harold Lasswell, pasa por ser también uno de los padres fundadores de la moderna ciencia política. Publicidad, propaganda, las sociedades del Estado del bienestar evolucionan hacia formas mediáticas, son sociedades de la comunicación. Y quien dice comunicación, dice manipulación. 




			La crítica que, en el fondo, revive la marxista entre democracia formal y democracia real, pone de manifiesto que la ciudadanía formal no coincide con la ciudadanía real, que en la sociedad de consumo, en la que la realidad es un espectáculo (Debord, [1967] 1996: passim), el individuo aparece cosificado, alienado, reducido a la condición del hombre unidimensional de Marcuse, que se atiene a un pensamiento unidimensional (Marcuse, 1974: 104), antecedente del actual pensamiento único, de Ignacio Ramonet (Chomsky/Ramonet, 1995: 52). 




			No obstante, esa sociedad, que se presentaba como la sociedad decadente del capitalismo «tardío», sometida a todo tipo de críticas, algunas apocalípticas, parecía preferible a las sociedades comunistas. Estas se presentaban como superaciones del capitalismo y, sin embargo, eran muy inferiores en asuntos decisivos a la hora de contar con la lealtad de las respectivas poblaciones. No hubo revoluciones en las sociedades capitalistas, que era en donde se deberían producir, según la doctrina marxista, pero sí las hubo en algunas sociedades socialistas en donde nadie las esperaba. 




			El segundo totalitarismo acabó colapsado merced a su incapacidad para organizar la economía de forma racional, para garantizar un sistema político con libertades satisfactorias para la gente y para conseguir un nivel de vida que pudiera compararse con el de las economías de libre mercado. El comunismo no se hundió por factores externos, guerras, invasiones, anexiones, catástrofes naturales, sino que se vino abajo por pura incompetencia y por la oposición, sorda o manifiesta de sus poblaciones. Otro asunto es el de saber si aquellos experimentos se hubieran venido abajo en un mundo en el que no existiera el capitalismo, cuya actividad, incluso económica, fue siempre de una enorme agresividad hacia el bloque socialista o comunista. En el fondo reverbera en esto una célebre y vieja discusión en el seno del comunismo. La que enfrenta a Stalin con Trotski (Schuler-Jung, 1977: 384) cuando aquel defiende la viabilidad del socialismo en un solo país y este la niega, condicionando el triunfo a la mundialización de la revolución. Así como aquella controversia se resolvió por la brava, el nuevo antagonismo también lo ha hecho de modo aparatoso. La desaparición del bloque comunista marca definitivamente el tiempo presente. 




			 




			4. La incertidumbre, la transición a un nuevo paradigma 




			 




			Con el fin del otro totalitarismo, el comunismo, surgieron nuevas demandas en pro de una democracia participativa que, en cierto modo, trataban de actualizar algunos de los planteamientos más radicales del movimiento de Mayo del 68. Hubo un recrudecimiento del ataque al Estado del bienestar, iniciado con el triunfo de Thatcher y Reagan en los ochenta en Gran Bretaña y los Estados Unidos. En paralelo con el auge del neoliberalismo que, en último término, cuestiona la concepción del ciudadano como titular de derechos. La ciudadanía misma. 




			Esto puede parecer algo extremo, pero no lo es si se mira con detenimiento. El dictamen de la teoría de la decisión racional sobre la insostenibilidad del Estado del bienestar (Buchanan y Tullock, [1962] 1990) resumía todos los ataques del liberalismo clásico a cualquier cosa que semejara colectivismo: la Ley de Wagner, la temprana crítica de Ludwig von Mises al socialismo, la teoría de la revolución de las expectativas crecientes, base de los augurios sobre la crisis y hundimiento de las democracias de la trilateral. Y también los nuevos augurios catastrofistas como la llamada crisis fiscal del Estado, en la que los marxistas coincidían con los neoliberales (O’Connor, 1973); igualmente simplezas como la curva de Laffer, que sostenía las falacias de la llamada reaganomics y el thatcherismo, puntas de lanzas en contra del Estado del bienestar. 




			Todo ello, basado también en algunos postulados razonables, como el teorema de Arrow (Arrow, 1970) parecía dar fundamento científico a la propuesta de aquellos teóricos: blindar el dogma del equilibrio fiscal mediante una reforma constitucional. Se intentó varias veces inútilmente en los Estados Unidos y encontró aceptación en la UE. Alemania reformó su Constitución en ese sentido en 2009 y luego impuso esa misma reforma a España en agosto de 2011, mediante un pacto entre el PP y el PSOE. 




			Porque, ¿qué significa a efectos prácticos blindar constitucionalmente el equilibrio presupuestario? Proteger determinadas decisiones de carácter ideológico frente a la soberanía popular o, lo que es lo mismo, recortar la capacidad de decisión del teórico soberano. Unos ciudadanos que no pueden decidir sobre los aspectos fundamentales de su convivencia no son ciudadanos en la plenitud del concepto. Resulta innecesario decir que es un ataque directo a la idea de ciudadanía de Marshall. El equilibrio presupuestario constitucionalizado como norma fundamental deja sin efecto todos los demás aspectos de la Constitución económica (la Wirtschaftsverfasung de la que tan orgulloso estaba el constitucionalismo de la posguerra) y, por ende, la sustancia misma del Estado del bienestar, que descansa sobre la capacidad de los Estados para financiar políticas expansivas de inspiración keynesiana. 




			Así que ahora la defensa de la democracia y la libertad coincide con la lucha por recuperar la condición ciudadana, la de todos en tanto que seres autónomos, no sometidos a los designios ciegos de los mercados. Esa es una lucha en el terreno de las ideas, un combate ideológico en el que se esgrimen conceptos, teorías, en definitiva, ideologías. Es de recordar cómo Marx sostenía que las ideas dominantes son las ideas de las clases dominantes. De aquí emana la particular atención que el marxismo ha concedido siempre a la ideología y a la lucha ideológica. Por eso también entendió muy temprano el valor de la propaganda. De hecho, el campo en que más claramente aparece la unidad última de método de los dos totalitarismos es este, el de la propaganda. Goebbels del lado nazi y Münzenberg del comunista estudiaban sus respectivos métodos que se asemejaban mucho (McMeekin, 2002: 244-245). 




			Ciertamente, en el lado marxista, la lucha ideológica no cristalizaba tan sólo en el aspecto propagandístico, sin ser este de importancia menor. Dicha lucha se libraba igualmente en frentes de mayor empaque y dignidad. Su primer y máximo teórico fue Antonio Gramsci quien, desde la cárcel, sentó las bases del posterior enfoque marxista de esta cuestión. Todos los análisis althusserianos posteriores sobre los aparatos ideológicos y los aparatos represivos del Estado se originan en las reflexiones del filósofo sardo. Es, sin embargo, paradójico que quienes más se han beneficiado de estas concepciones, a la larga, no hayan sido los marxistas, sino los neoliberales. En muchos de los centros de reflexión de estos venían actuando desde los años sesenta y setenta teóricos conservadores que en su juventud habían militado en organizaciones de izquierda, comunistas o trostkistas y que estaban convencidos de la justeza de las doctrinas gramscianas acerca de la hegemonía ideológica que se disponían a garantizar para su propio bando, en cuanto que, como los definía uno de ellos, «especialistas en conflicto ideológico» (Podhoretz, 1980: 83). Para ello se valían de la enorme influencia social que a lo largo del siglo XX habían alcanzado los medios de comunicación, de forma que se trataba de organizaciones calificadas como «sociedades mediáticas». 




			Este tipo de sociedades conoció una expansión inusitada con la ampliación del audiovisual, especialmente, la llegada de la televisión que tardó muy poco tiempo en convertirse en el medio por el que se informaba la abrumadora mayoría de los ciudadanos. Todavía hoy, cuando comienza a competir con Internet, más del 85 % de los ciudadanos dice informarse predominantemente por la televisión. Las tres oleadas sucesivas de medios de comunicación, prensa escrita, radio y televisión, corresponden grosso modo con tres tipos de ciudadanos: el público burgués crítico e ilustrado (prensa escrita), las masas adoctrinadas por los totalitarismos (la radio) y las muchedumbres compuestas por individuos aislados, unidimensionales, relativamente fáciles de manipular (la televisión) que han sido el blanco preferido de toda la crítica al carácter alienado de la sociedades industriales avanzadas a través de teorías como la videodemocracia. Es obvio que aunque, en función de la Ley de Riepl, ningún medio de comunicación desplaza a otro y todos acaban coexistiendo con las debidas adaptaciones, la televisión es la que marca la pauta en consumo mediático. Otra cosa es si también aparece como el determinante en la formación de la opinión pública, cuestión mucho más espinosa por cuanto es demostrable que esa función sigue recayendo en la prensa escrita. Las masas, las muchedumbres de la sociedad mediática alcanzan proporciones descomunales. Las gigantescas audiencias de televisión se cuentan en millones, decenas, centenares de millones que reciben todos el mismo mensaje y son tratados como sujetos colectivos. De los gustos de estas masas se cuidan ahora los mercados a través de los medios que, como se sabe, se han convertido en el mensaje. De hecho, la acción individual se confunde con la colectiva en función de criterios de racionalidad agregados. El ejercicio de la ciudadanía se hace mediante un coste de transacción de una decisión colectiva en la que la eficacia de la acción del ciudadano es irrelevante. Razón por la cual y por mucho que pese a la teoría de la decisión racional, la explicación del ejercicio del sufragio tiene que superar el esquema meramente utilitario e incorporar factores explicativos de carácter moral. 
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